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PROYECTO DE LEY No.        DE 2010 SENADO
 
“Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 136 de 1994 para  fortalecer las Juntas Administradoras Locales y el  presupuesto participativo”
El Congreso de Colombia
DECRETA:
 
ARTÍCULO 1°. El artículo 119 de la Ley 136 de 1994 quedará así:
“En cada una de las comunas o corregimientos habrá una Junta Administradora Local, integrada por no menos de cinco (5) ni más de nueve (9) miembros, elegidos por votación popular para períodos de cuatro (4) años que deberán coincidir con el período del alcalde y de los concejos.
Los miembros de las Juntas Administradoras Locales cumplirán sus funciones ad honórem, a excepción de aquellas ciudades y distritos con población igual o superior a trescientas mil personas, donde los respectivos concejos distritales y municipales, por acuerdo municipal de  iniciativa del Alcalde, reglamentarán lo atinente a un auxilio por concepto de transporte y gastos generales equivalentes a un salario mínimo legal mensual para los ediles.
El Gobierno Municipal adelantará las gestiones necesarias para garantizar la seguridad social al Sistema de Salud y Pensión de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, de conformidad con el reglamento que para el efecto expida el concejo municipal y cuya base de cotización será la mínima establecida en la ley en consideración a sus actividades ad honórem.
Lo preceptuado en este artículo no alterará  lo establecido en los regímenes especiales para los distritos.
Parágrafo 1°. En el Acuerdo Municipal de que trata el parágrafo anterior, se observaran estrictamente los lineamientos establecidos en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, determinando los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el financiamiento del auxilio a las Juntas Administradoras Locales y de la seguridad social de los ediles.

Parágrafo 2º. Como requisito para su posesión, los ediles electos deben acreditar su asistencia al Seminario de Inducción a la Administración Publica de que trata la Ley 489 de 1998, El Departamento Administrativo de la Función Publica reglamentara esta materia. 

Parágrafo transitorio. Durante los próximos diez años, siguientes a la promulgación de la presente ley, los Concejos Municipales no podrán aumentar por acuerdo, el número de miembros de las Juntas Administradoras Locales existentes”.
 
ARTÍCULO 2°. Los miembros de las Juntas Administradoras Locales de ciudades y distritos con población igual o superior a trescientas mil personas tendrán derecho durante el período para el cual han sido elegidos, a un seguro de vida equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales vigentes, los respectivos concejos autorizarán al Alcalde para que se contrate con cualquier compañía o intermediaria de seguros legalmente autorizada.
Solo los miembros de las Juntas Administradoras Locales titulares, que concurran ordinariamente a las sesiones de la corporación, tienen derecho al reconocimiento de seguro de vida y de asistencia médica.
La ausencia en cada período mensual de sesiones a por lo menos la tercera parte de ellas, excluirá del derecho del auxilio de que trata el artículo 1° de esta ley, y del seguro de vida y asistencia médica, por el resto del período constitucional.
Parágrafo 1. En el Acuerdo Municipal que autorice al Alcalde para contratar y pagar los seguros de vida para los miembros de las Juntas Administradoras Locales, se observaran estrictamente los lineamientos establecidos en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, determinando los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el financiamiento del seguro de vida y de la seguridad social de los ediles.
 
ARTICULO 3º. CONTRATACION DE LA POLIZA DE VIDA PARA EDILES. Los alcaldes de municipios con población igual o superior a trescientas mil personas contratarán, con cargo a la sección presupuestal del sector central del municipio, la póliza de seguro de vida y salud para los miembros de las Juntas Administradoras Locales de que trata el artículo anterior.
 Los gastos asumidos por la administración central municipal derivados de la contratación del seguro de vida y salud, de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, no se toman en cuenta como gasto de funcionamiento de la administración central municipal para el cálculo de los indicadores de límite de gastos de funcionamiento fijados por la Ley 617 de 2000.
Parágrafo 1. Contratación asociada de pólizas colectivas. Los alcaldes de de municipios con población igual o superior a trescientas mil personas podrán delegar, en la Federación Colombiana de Municipios, el proceso de selección y adjudicación del corredor de seguros legalmente autorizada por la Superintendencia Financiera, para el cumplimiento de los cometidos y funciones que les asigna a aquellos la ley en relación con las pólizas de seguros de vida a favor de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, en cuyo caso actuará a título gratuito.
 
ARTÍCULO 4°. El numeral 6 del artículo 131 de la Ley 136 de 1994 quedara así:
“6. Elaborar ternas para el nombramiento de corregidores e inspectores de policía dentro de su jurisdicción, así mismo ejercerán respecto de los inspectores de policía nombrados por el Alcalde en su jurisdicción, el derecho al veto, conforme a la reglamentación que expida el Concejo Municipal”.
 
ARTÍCULO 5°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 136 de 1994 el siguiente numeral 13 y parágrafo transitorio:  
“13. Elaborar el plan de inversiones de la respectiva comuna o corregimiento para lo cual distribuirá las partidas del presupuesto participativo de cada comuna o corregimiento, que requiere la aprobación de la mitad más uno de los integrantes del respectivo Consejo Consultivo Comunal o Corregimental, antes de ser incorporado a los actos administrativos del  Concejo Distrital o Municipal de la ciudad.
Parágrafo Transitorio. Cada ejercicio de presupuesto participativo corresponde a la vigencia del Plan Operativo Anual de Inversiones del año inmediatamente siguiente y debe estar articulado al calendario presupuestal, de conformidad con el reglamento expedido por el respectivo Concejo.
 
ARTÍCULO 6°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 136 de 1994 el siguiente numeral 14: 
“14. Rendir concepto acerca de la conveniencia de las rutas de transporte dentro de la comuna o corregimiento, solicitadas a la administración o propuestas por el Alcalde, antes de la presentación del proyecto al Concejo o la adopción de las mismas, concepto que debe ser proferido en un plazo máximo de treinta (30) días, vencido el cual sin que la JAL haya emitido el respectivo concepto, se entenderá la conveniencia del proyecto o solicitud”.
 
ARTÍCULO 7°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 136 de 1994 el siguiente numeral 15: 
“15. Rendir concepto acerca de la conveniencia de la construcción de centros comerciales, hospitales, clínicas, colegios, universidades, hoteles, hostales, funcionamiento de bares y discotecas dentro de la comuna o corregimiento, solicitadas a la administración o propuestas por el Alcalde, antes de la presentación del proyecto al Concejo o la adopción de las mismas, este concepto debe ser proferido en un plazo máximo de treinta (30) días, vencido el cual sin que la JAL haya emitido el respectivo concepto, se entenderá la conveniencia del proyecto o solicitud”.
 
ARTÍCULO 8°. Adiciónese al artículo 117 de la Ley 136 de 1994 los siguientes incisos tercero y cuarto:
“El Concejo Municipal o Distrital constituirá, para apoyar la inversión social en los corregimientos o comunas, el presupuesto participativo municipal que permite a los ciudadanos participar y decidir en la distribución de un porcentaje del presupuesto municipal a través de las Juntas Administradoras Locales; asignado a sus respectivas Comunas y Corregimientos, observando las normas y disposiciones nacionales y municipales que rigen el ejercicio de la planeación, la presupuestación y la contratación, en concordancia con el Plan de Desarrollo Municipal.
Para la implementación y ejecución del presupuesto participativo, la administración municipal garantizará los recursos necesarios para la operación y puesta en marcha del Programa de Planeación y  Presupuestación  Participativa en cada una de las Comunas y Corregimientos del municipio o distrito dentro del Plan Plurianual de Inversiones. Se creará dentro del Presupuesto Municipal un componente denominado Presupuesto Participativo, que hará parte del Estatuto Orgánico del Presupuesto del Municipio o Distrito. Este componente no será inferior al 10% del Presupuesto de Inversión Anual Municipal”.
 
ARTÍCULO 9°. Adiciónese al parágrafo del artículo 117 de la Ley 136 de 1994 el siguiente inciso tercero:
“El componente de Presupuesto Participativo será reglamentado por los Concejos Municipales, y distribuido por las comunas y corregimientos según el criterio de las Juntas Administradoras Locales, quien evaluara para su dosificación el índice de desarrollo humano, población, índice de calidad de vida y el total de la inversión municipal en el respectivo territorio en las últimas tres vigencias, además de otros criterios fijados por la Administración, garantizando los principios de equidad social y solidaridad territorial”.
 
ARTÍCULO 10º. Vigencia y Derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
 
 
 
 
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE
Senador de la República 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
I.              EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
 
1.1.         Explicación y Contenido del Proyecto
 
El Proyecto de ley que nuevamente someto a consideración del Congreso de la Republica pretende reformar la Ley 136 de 1994 con el ánimo de fortalecer las Juntas Administradoras Locales, como espacio de la representación comunitaria en los municipios colombianos, y establecer el presupuesto participativo en los Distritos y Municipios.
 
En consecuencia busca la presente iniciativa que los miembros de las Juntas Administradoras Locales en aquellas ciudades con población igual o superior a trescientos mil habitantes y que actualmente cumplen sus funciones ad honórem, accedan por lo menos a un auxilio por concepto de transporte y gastos generales, equivalente a un salario mínimo legal mensual para cada uno de los ediles.
 
Hasta la fecha el artículo 23 de la Ley 617 de 2002, norma que buscamos derogar, establece que los miembros de las Juntas Administradoras Locales no perciban remuneración, pago o contraprestación alguna con cargo al Tesoro público del respectivo municipio.
 
La presente iniciativa que fue conocida por el Congreso, durante el periodo constitucional anterior y que alcanzo el segundo debate en la Plenaria del Senado de la Republica con el numero 74 de 2008 Senado, aprobando esta célula legislativa el auxilio por concepto de transporte y gastos generales equivalentes a un salario mínimo legal mensual para los ediles en aquellas ciudades con población igual o superior a trescientos mil habitantes.
 
El Ministerio de Hacienda también se pronuncio, mediante oficio UJ 0747-09 de 10 de junio de 2009 el Ministro no presenta objeción frente a lo propuesto en relación con los municipios y distritos con población igual o mayor a 500.000 habitantes respecto al auxilio de transporte y gastos generales, aspiramos a contar con el aval del nuevo Gobierno y por eso pretendemos ampliar el auxilio a los miembros de las Juntas Administradoras Locales en aquellas ciudades con población igual o superior a trescientos mil habitantes, tal como fue aprobado en su oportunidad por la Plenaria de Senado.
 
En el mismo sentido el Ministerio de la Protección Social el 27 de mayo de 2009 emitió concepto sugiriendo que en lo atinente a los seguros de vida y de asistencia medica de los ediles, los Municipios deben igualmente observar los lineamientos establecidos en el articulo 7 de la Ley 819 de 2003 incluyendo, por supuesto en el Acuerdo del Concejo Municipal que autoriza el auxilio, establecer lo mismo respecto a los seguros de vida y de asistencia medica de los ediles, es decir especificar los recursos necesarios para su financiamiento.
 
Solo los ediles titulares, que concurran ordinariamente a las sesiones de la corporación, tendrán derecho al auxilio, al reconocimiento del seguro de vida y de asistencia médica.
 
En cuanto a los regímenes especiales para los ediles de los distritos y ciudades con estos regímenes, no se alterara lo establecido, no debemos olvidar que por ejemplo los ediles de Bogotá, se les reconocen honorarios por la asistencia a sesiones plenarias y a las de las comisiones permanentes, por cada sesión a la que concurren, perciben honorarios iguales a la remuneración del alcalde local dividida por veinte, gastos de representación y prima técnica de conformidad con lo previsto en el articulo 72 del Decreto Ley 1421 de 1993 Estatuto Orgánico del Distrito Capital, disposición repetida en iguales términos por la Ley 617 de 2000 en el artículo 59.
 
 Así las cosas, es justo reconocerle a los ediles del resto del país por lo menos un auxilio de transporte o gastos generales, que no es dable confundir con salario o remuneración y el acceso a la seguridad social y seguro de vida.
 
Es importante aclarar que la Corte Constitucional en su Sentencia C 313 de 2002 se pronunció sobre el particular, vale destacar que en esta sentencia la Corte explica que solo los ediles de los Distritos pueden percibir remuneración, por su régimen especial, sin embargo, es importante para nuestro proyecto destacar que la Corte Constitucional también señala en dicha Sentencia que el artículo 320 de la Constitución Nacional, autoriza al legislador para establecer categorías de municipios de acuerdo con su población, recursos fiscales, importancia económica y situación geográfica, y señalar distinto régimen para su organización, gobierno y administración, “norma esta de la cual no ha hecho utilización el Congreso Nacional para disponer que en algunos municipios tengan remuneración los miembros de las Juntas Administradoras Locales habida consideración de su número de habitantes, sus recursos presupuestales y la complejidad de la labor que, entonces, surja para esos entes de elección popular, posibilidad legislativa que queda abierta hacia el futuro, sin que ahora pueda aducirse una inexequibilidad por omisión”.
 
Buscamos que los gobiernos municipales de todo el país garanticen por lo menos la seguridad social en salud de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, de conformidad con el reglamento que para el efecto expida el Concejo Municipal, en concordancia con el catálogo de reglas y principios que establece la Constitución, de las que destacamos los siguientes:
- El reconocimiento del derecho fundamental a la salud como un derecho irrenunciable de todos los habitantes del territorio nacional;
- Su naturaleza de servicio público obligatorio, cuya dirección, control y manejo se encuentran a cargo del Estado;
 - La posibilidad de autorizar su prestación bajo reglas de concurrencia entre entidades públicas y particulares;
- La sujeción en su configuración, implementación y aplicación a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.
 
 
1.2. Nuevas funciones para los ediles:
 
En cuanto al ejercicio integral de sus funciones por parte de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, proponemos en el articulo 4 del proyecto que se adicione el numeral 6 del artículo 131 de la Ley 136 de 1994, y que los ediles no solo puedan preparar ternas para el nombramiento de corregidores ya previsto en el citado numeral, incluimos al mismo que los miembros de las Juntas Administradoras Locales puedan  elaborar ternas para el nombramiento de inspectores de policía dentro de su jurisdicción, así mismo ejercerán respecto de los inspectores de policía nombrados por el Alcalde dentro de su jurisdicción, el derecho al veto, conforme a la reglamentación que expida el Concejo Municipal.
 
Actualmente las Inspecciones de Policía urbanas y rurales se encuentran reguladas por el Decreto 1333 de 1986 (Código de Régimen  Municipal), el Concejo Municipal determina su número, sede y área de jurisdicción y dependen del respectivo Alcalde. Los Inspectores Municipales de Policía son supervigilantes de la administración pública en la zona de su jurisdicción especial, ejecutores de los Acuerdos del Concejo y agentes inmediatos del Alcalde. De allí la importancia de que los miembros de las Juntas Administradoras Localespuedan fiscalizar el nombramiento y la gestión de los inspectores.
 
Adicionamos al artículo 131 de la Ley 136 de 1994 el numeral 13 y un  parágrafo transitorio, allí facultamos a los miembros de las Juntas Administradora Locales para elaborar el plan de inversiones de la respectiva comuna o corregimiento, distribuyendo las partidas del presupuesto participativo de cada comuna o corregimiento, que requiere la aprobación de la mitad más uno de los integrantes del respectivo Consejo Consultivo Comunal o Corregimental, antes de ser incorporado a los actos administrativos del  Concejo Distrital o Municipal de la ciudad.
 
En los artículos 6 y 7 se facultad a los miembros de las Juntas Administradoras Locales para rendir concepto acerca de la conveniencia de las rutas de transporte, construcción de centros comerciales, hospitales, clínicas, colegios, universidades, hoteles, hostales, funcionamiento de bares y discotecas dentro de la comuna o corregimiento, este concepto debe ser proferido en un plazo máximo de treinta (30) días, vencido el cual sin que la JAL haya emitido el respectivo concepto, se entenderá la conveniencia del proyecto o solicitud.
 
1.3. Del mecanismo del Presupuesto Participativo.
 
El proyecto busca adicionar a las funciones de las Juntas Administradoras Locales, la elaboración del Plan de Inversiones de la respectiva comuna o corregimiento teniendo en cuenta el presupuesto participativo, que requiere la aprobación de los integrantes del respectivo Consejo Consultivo Comunal o Corregimental, el cual debe ser incorporado por el Concejo Distrital o Municipal.
 
El presupuesto participativo es una potente herramienta de relación permanente del Gobierno con la población, un modelo de gestión pública democrática, donde la ciudadanía participa de forma directa, voluntaria y universal. En este, la comunidad prioriza programas, formula perfiles de proyectos y propone la distribución de los recursos de inversión. Además así  ejerce control social.
 
Su filosofía es la participación directa en la gestión pública, la promoción en la democratización del Estado y el control social en las acciones del Gobierno, asegurando mayor transparencia en la inversión de los recursos, dirigidos hacia las diferentes necesidades de la población.
 
El presupuesto participativo es un proceso de cogestión, el gobierno elabora la propuesta de presupuesto público a partir de las decisiones de la comunidad. 
 
Los objetivos del presupuesto participativo son entre otros: Promover la transparencia y el control social en las acciones del gobierno relacionadas con la utilización de los recursos; Propiciar la participación directa de la población para la toma de decisiones en la distribución de recursos del presupuesto público; Empoderar a las comunidades con nuevos elementos que permitan mejorar y sostener el control social; Propiciar la consolidación de la democracia social en la población.
 
La planeación participativa es un concepto creado por la Constitución Política Colombiana de 1991, a través de la cual la Sociedad Civil participa activamente en las discusiones que atañen a su ciudad o territorio habitado. Los Consejos Territoriales de Planeación son el vivo ejemplo de la Planeación Participativa, donde confluyen representantes de los diversos sectores de la Sociedad Civil, correspondiendo a las exigencias de un país pluriétnico y pluricultural, en definitiva reconociendo la diversidad y la diferencia. Los Consejos Territoriales de Planeación han asumido la tarea de emitir conceptos sobre las inversiones públicas y las políticas del gobierno.
 
En el nuevo esquema político de la democracia participativa, nuestra Constitución vigente desde el preámbulo y en todo su contenido plantea cómo la democracia nutre al Estado Social de Derecho. Pero cabe aclarar, que no basta con que se mencione en la Carta Constitucional, aún nos falta mucho por construir el Estado Social de Derecho que anhelamos.  La participación de la Sociedad Civil, es no sólo participación democrática sino de la propia dignidad  humana.
 
La Constitución Nacional reconoce a la Sociedad Civil la función de formulación, manejo y evaluación de las tareas del Estado al consignar la soberanía en el pueblo y la democracia participativa como sistema político.
 
Aunque, el Sistema Nacional de Planeación constituye la figura más clara de la Planeación Participativa, cabe aclarar que otros procesos no menos interesantes se han suscitado con las diferentes administraciones locales del país; ejemplo de ello, es el proceso de Presupuesto Participativo puesto en marcha en el Departamento de Risaralda desde el año 2002.
Los participantes son los miembros de las Juntas Administradoras Locales, líderes de las Juntas de Acción Comunal, representantes de clubes juveniles, estudiantes, directores de núcleo, maestros y ciudadanos en general. 
 
La utilidad del presupuesto participativo es el de planear de manera participativa, democrática y organizada el territorio. Esa planeación sirve para que los líderes y ciudadanos que habitan una comuna y corregimiento sepan hacia dónde orientar sus esfuerzos y se propenda por el desarrollo del territorio y mejorar la calidad de vida de sus habitantes
 
En los últimos años se han realizado procesos de Presupuesto Participativo en la ciudad de Medellín, que han arrojado importantes resultados, permitiendo fortalecer la organización de la comunidad en la toma de decisiones en lo que respecta a la asignación presupuestal de las diferentes comunas y corregimientos de la ciudad.
 
El presupuesto participativo contribuye al desarrollo local, busca dinamizar las economías locales y superar la fuerte inequidad social, enmarcando dentro del cumplimiento de las metas del milenio trazadas por la ONU.
 
La demanda fundamental de la gente es cómo participar y sentirse incluida en el desarrollo económico y social desde su territorio. Le corresponde al Estado cumplir con los fines: propiciar la participación de la comunidad y la ciudadanía, desarrollar la capacidad de planificar el desarrollo socioeconómico, físico espacial, ambiental, institucional, para mejorar la calidad de vida de los habitantes y el propósito de la paz y la convivencia
 
Los Municipios y Distritos deberán contar con un marco institucional para el desarrollo e implementación del proceso de planeación municipal, recogido en lo fundamental en un Acuerdo del Concejo, el cual permite y requiere un desarrollo de los componentes de información, formación, participación, seguimiento, evaluación, control, y de los subsistemas de planeación zonal y local allí planteados.
 
Se ha acumulado una vasta experiencia participativa, rural y urbana, en la formulación de planes sectoriales, estratégico, POT, desarrollando capacidades de participación e instrumentos de gestión y control pública que permiten ser aprovechados en el desarrollo integral de comunas y corregimientos en todo el país, en un esfuerzo por vincular la planeación del territorio con el plan de desarrollo de los municipios y ciudades de Colombia.
 
El estatuto orgánico del presupuesto de cada municipio y distrito debe buscar articular el aval presupuestal del ente central con las inversiones demandadas por las comunidades a través del fortalecimiento de los procesos participativos, estimulando la iniciativa comunitaria en la asignación del gasto público.
 
El municipio requiere mejorar y promover la eficaz asignación y ejecución de los recursos públicos de acuerdo a las prioridades concertadas con la ciudadanía en su ámbito Comunal o Corregimental.
 
A más de cuatro años de iniciado el Programa de Planeación y Presupuesto Participativo y de haber realizado dos ejercicios de evaluación participativa de este programa, la ciudadanía recomienda la institucionalización de este proceso sin detrimento de su propia iniciativa.

 
II. CONVENIENCIA DEL PROYECTO
 
La realidad nacional nos muestra que las Juntas Administradoras Locales pueden y deben, tener un protagonismo más evidente que el mostrado hasta ahora. Sus funciones, trascendentales para el desarrollo de los municipios, no pueden abordarse sin la dedicación de un tiempo adecuado para el buen desenvolvimiento.
 
Sin embargo, los ediles o comuneros en los municipios y aun en ciudades capitales, no cuentan con apoyo logístico para su funcionamiento, carecen en algunas ciudades de los elementos básicos como papelería y transporte, lo más grave, en algunos municipios no cuentan siquiera  con un espacio físico adecuado dónde realizar las sesiones.
 
Ahora bien, la Constitución Política en su artículo 318, atribuye funciones de carácter obligatorio a las Juntas Administradoras Locales a su vez en el artículo 123 C.N. atribuye a los miembros de las Juntas Administradoras Locales la calidad de servidores públicos al servicio del Estado y de la comunidad.
Muchos Comuneros expresan su dificultad de asistir a las sesiones de las Juntas Administradoras Locales por la imposibilidad económica de su desplazamiento, por lo general los miembros de las JAL son personas de bajos recursos, que no cuentan con Seguridad Social.
 
Como servidores públicos que son, están sujetos a un estricto régimen de incompatibilidades, que se mantiene durante los seis meses siguientes a la dejación de su cargo.
 
El Congreso de la República se encuentra en la facultad y libertad que la Constitución y la Ley le atribuyen, para legislar al respecto y posibilitar que los ediles o comuneros de los diferentes municipios colombianos, puedan contar por lo menos con un auxilio o retribución logística al trabajo realizado la Corte Constitucional se ha ocupado de este tema al menos en dos sentencias de constitucionalidad (C-005/98 y C-313/02).
 
En este proyecto congelamos el número de los comuneros y ediles actualmente existentes, con el propósito de evitar la clientelización de las juntas Administradoras Locales, y el aumento innecesario del número de los actuales miembros de cada junta.
 
En ese orden de ideas presento a consideración del Congreso de la República esta iniciativa que la ciudadanía y los miembros de las JAL han venido reclamando, la misma que se ha venido apropiando y participando de los Planes Locales de Desarrollo (Zonales, Comunales y Corregimentales) como un instrumento para la orientación de su desarrollo estratégico y el direccionamiento de los recursos asignados para su respectiva comuna o corregimiento mediante la figura del Presupuesto Participativo.

 

 

Atentamente,

 

     

 

 
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE 
Senador de la República
